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REPUBLICA DE COLOMBIA

JUZGADO OCTAVO ORAL ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA
__________________________________________________________________

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                        Cartagena de Indias, Veintiséis  (26) de mayo dos mil quince (2015)
	MEDIO DE CONTROL
	REPARACIÓN DIRECTA 

	RADICADO
	13-001-33 33-008-2013-00427

	DEMANDANTE
	LUZ MARY PEREZ PADILLA Y OTROS

	DEMANDADO
	INSTITUTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC


Procede el Juzgado Octavo Oral Administrativo del Circuito de Cartagena a dictar sentencia de REPARACIÓN DIRECTA presentada por la señora LUZ MARY PEREZ PADILLA Y OTROS, a través de apoderado judicial, contra INSTITUTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO – INPEC.
I. LA DEMANDA

1. En escrito presentado el 25 de noviembre de 2013, la señora LUZ MARY PEREZ PADILLA y OTROS en su condición de demandante, por intermedio de apoderado judicial, interpuso demanda en ejercicio del medio de control de reparación directa consagrado en el artículo 140 del CPACA, para que se declarara patrimonialmente responsable a INSTITUTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC, por  los perjuicios que les fueron causados con ocasión de la muerte del señor ANDREIS CRUZ PEREZ en la dependencia de la entidad. 
DECLARACIONES Y CONDENAS
PRIMERA: Declarar administrativa y patrimonialmente responsable al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO (INPEC), por falla del servicio, consistente en la muerte violenta del interno ANDREIS CRUZ PEREZ, el 1 de enero de 2013, mientras se encontraba recluido en el Establecimiento Carcelario y Penitenciario de San Sebastián de Ternera de Cartagena. 
SEGUNDA: Como consecuencia de la anterior declaración, condénese al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO (INPEC) a pagar  daño moral, a la vida de relación y lucro cesante causados a los demandantes. 
TERCERA: Condénese al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO (INPEC) a indexar  los montos que se reconozcan como condena, así como al pago de intereses moratorios. 
CUARTA: Condénese al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO (INPEC) al pago de costas y gastos.
HECHOS

El demandante expone como fundamentos facticos de sus pretensiones los siguientes:

1. ANDREIS CRUZ PEREZ (Q.E.P.D.), nació el día 14 de octubre de 1989, en virtud de la unión marital y sentimental entre los señores BENICIA PEREZ VERGARA y SEGUNDO CRUZ, hijo de MARIA DEL CARMEN CRUZ DE TRUJILLO (abuela paterna de la víctima), tal y como se desprende de los registros civiles de nacimiento, aportados a la presente demanda.

2. De estas relaciones maritales y sentimentales de los señores BENICIA PEREZ VERGARA y SEGUNDO CRUZ, también nació y sobrevivió SEGUNDO JAVIER CRUZ PEREZ y criaron y amaron y siguen amando como hijo suyo a CARLOS DE LA ROSA ESTRADA.

3. De igual manera de unas relaciones anteriores que sostuvo la señora BENICIA PEREZ VERGARA, nacieron y sobrevivieron ERIKA PEREZ VERGARA y SUNILDA PATRICIA CASTELLO PEREZ.

4. ANDREIS CRUZ PEREZ siempre mantuvo muy buenas relaciones de afecto, cariño y ayuda mutua con sus padres y hermanos. Las relaciones son estrechas porque siempre han estado ahí para apoyarse y aconsejarse mutuamente.

5.  Una vez alcanzada la madurez, ANDREIS CRUZ PEREZ (Q.E.P.D.) decidió conformar un hogar con la señora LUZ MERY PEREZ PADILLA quien hasta el momento de su muerte fue su compañera incondicional, donde el amor reciproco primaba sobre todas las necesidades e inconvenientes que se pudieren generar.

6.  Dado que durante el tiempo que este convivió con LUZ MERY PEREZ PADILLA no pudieron procrear un hijo, ANDREIS CRUZ PEREZ (Q.E.P.D.), tuvo un amorío del cual nació y sobrevivió el menor ALAN ANDREIS CRUZ MEZA, tal y como consta en el registro civil de nacimiento aportado a la presente demanda; sin embargo, este niño no fue óbice para destruir la fuerte relación de amor entre Andreis y Luz, por el contrario, fue una bendición, pues, esta ultima lo acogió como propio.

7.  La compañera, así como el niño, son personas que dependían para su subsistencia y bienestar en la vida, del amor y la ayuda económica que siempre les proporcionó su compañero y padre y que estos como tal, tienen derecho por ley a percibir

8.  ANDREIS CRUZ PEREZ, procedente de una familia humilde, de escasos recursos, pero donde abunda el amor y apoyo mutuo entre sus integrantes, y quienes procuraban trabajar duro y honradamente para su subsistencia y bienestar.

9.  El joven ANDREIS CRUZ PEREZ, en su búsqueda de un mejor futuro y a falta de oportunidades de empleos, tomó la decisión desafortunada de cometer un ilícito (hurto), error que se encontraba pagando en la cárcel y del cual se encontraba sumamente arrepentido.

10. El día 1 de enero de 2013, como nefasta consecuencia de la realidad penitenciaria, vale decir, el hacinamiento, las lamentables condiciones de higiene, el precario régimen alimenticio, la violencia, en suma, la violación día tras día de los derechos fundamentales de los internos, en el establecimiento carcelario y penitenciario SAN SEBASTIAN DE TERNERA de la ciudad de Cartagena, se presenta un motín, cuando reclusos del mencionado centro inician una riña al momento en que departían una cena y al parecer varias botellas de licor.

11. Ese nefasto y desagradable día y a causa de la riña ocasionada, encuentra la muerte ANDREIS CRUZ PEREZ (Q.E.P.D.) a raíz de las múltiples heridas causadas con arma blanca y golpes que recibió por parte de los otros internos que protagonizaban el motín en el establecimiento carcelario San Sebastián de Ternera.

12. ANDREIS CRUZ PEREZ (Q.E.P.D.), fue trasladado a la clínica madre Bernarda donde el cuerpo médico intento salvarle la vida, pero debido a la complejidad de las múltiples heridas que se encontraban alojadas en su cuerpo fue imposible reanimarlo y así conservar su preciada vida.

13. Indiscutiblemente en este caso el Estado fallo en su deber de vigilancia y cuidado, de quien se le entrega en custodia por un tiempo determinado. El señor ANDREIS CRUZ PEREZ (Q.E.P.D.) ingreso al penal en excelentes condiciones de salud y en esas mismas condiciones debía recobrar su libertad. Entonces podemos ver la falla en la que incurrió el estado (INPEC), al no cumplir con los presupuestos mínimos de conservación integral de los reclusos a su cargo y cuando esto ocurre, sobreviene inevitablemente la responsabilidad administrativa y patrimonial de la administración, toda vez que los establecimientos carcelarios y penitenciarios tienen el deber de vigilancia y seguridad, que es una obligación de resultados mas no de medios.

14. Las circunstancias en las que murió el señor ANDREIS CRUZ PEREZ (Q.E.P.D.) permite apreciar evidentemente una doble falla del servicio en la que incurrió el INPEC, no solo a los deberes de cuidado y protección al interno agredido, sino que también hubo omisión en la falta de control del centro carcelario, ya que ha permitido la conformación de grupos dentro del penal las cuales optan por la fabricación e ingreso de armas al interior del penal convirtiéndose en un generador de riesgo para el resto de los internos, como evidentemente se muestra en los hechos relatados en el presente escrito.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

Artículos Io “Caracteres del Estado Colombiano”, 2o “Fines esenciales del Estado”, 5o “Primacía, Derechos de la persona. Familia”, 6o “Responsabilidad de particulares y Servidores Públicos”, 1 Io “Derecho a la Vida”, 90 Responsabilidad Patrimonial del Estado-, y 365 -Prestación de Servicios Públicos- de la Constitución Política de Colombia; arts. 86, 131, 265, 1613 al 1617 y 2341 del C.C. y art. 86, 217 del C.C.A., artículos 6 y 4 del pacto Internacional de derechos políticos y sociales de las Naciones Unidas y de la Convención Americana de Derechos.
En el artículo Io de la Carta Política se maneja el concepto del Estado Social de Derecho con un profundo respeto por la dignidad humana y la solidaridad de las personas, poniendo en cabeza de los entes estatales el deber de actuar siempre teniendo como norte la protección de la vida y dignidad de los ciudadanos, sin desconocer bajo ninguna circunstancia los derechos que les asisten.
Y el artículo 90 estableció por primera vez la responsabilidad patrimonial por los daños antijurídicos que le sean imputables al Estado, bien sea por acción o por omisión de las autoridades públicas.
Efectivamente según reza nuestra Carta Política, las autoridades e instituciones de la República se encuentran instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra y bienes, y para asegurar concretamente el cumplimiento de los deberes sociales del Estado, norma que debe estar en plena concordancia con el principio de SOLIDARIDAD, al consagrar nuestro país como un Estado Social de Derecho fundado en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y en la Solidaridad de las personas que la integran.
Igualmente se reconoce no sólo la primacía de los derechos inalienables de la persona humana, sino que ampara a la familia como una “Institución Básica de la Sociedad”; anotando además que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad, estando garantizada su protección por el Estado, proscribiendo cualquier forma de afectación, por cuanto se considera destructiva de su armonía y de su unidad, siendo sancionada conforme a la ley.
ANTECEDENTE JURISPRUDENCIAL
La sentencia de octubre 25 de 1991, expediente 6465, actor Giraldo Arteaga García, consejero ponente Carlos Betancourt Jaramillo, sección tercera de la sala Contencioso administrativo del Consejo de Estado.
“La obligación de protección a la vida por las autoridades, incluidos sus propios agentes, que es, en principio, de medio, se excepciona en algunos eventos para volverla de resultado. Así, frente a las personas detenidas por la autoridad o sometidas a conscripción obligatoria o a instrucción militar, mientras permanezcan en los lugares de reclusión o en los centros de enseñanza, la administración deberá responder por la vida e integridad de las mismas y devolverlas, luego de esa detención o instrucción, en condiciones de salud similares a las que tenía cuando ingresaron. Si no se hace así, se presumirá la falla del servicio. Lo que dice de los detenidos y conscriptos que puede aplicarse a los miembros de la autoridad que vivan en los cuarteles, puestos de policía o instalaciones militares destinadas a tal fin."

Consejo de Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejero Ponente: Daniel Suárez Hernández, Santafé de Bogotá, D. C., veintiuno (21) de enero de mil novecientos noventa y tres (1993), Radicación número: 7725, Actores: Denis Mejía Varela y otro.
“Las autoridades debían protección y seguridad al prisionero, en su integridad corporal y mental. En otros términos, por encontrarse "a buen recaudo" de las autoridades de prisión, estas debían custodiarle y cuidarle para mantenerle en las mismas condiciones sicofísicas que presentaba el detenido al momento de la privación de la libertad. Cualquier daño en la salud que llegasen a presentar las personas privadas de su libertad, por acción u omisión de las autoridades que las vigilan y controlan, se adecúa al concepto genérico de falla de la administración y por consiguiente surge la obligación de indemnizarlas; desde luego que se presenta un daño antijurídico de los previstos por el art. 90 de la Carta Política. La guardia no tomó las precauciones necesarias para desplazar al recluso de un lugar a otro”
Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Consejero Ponente: Mauricio Fajardo Gómez. Bogotá, D. C., Veintiséis (26) De Mayo De Dos Mil Diez (2010). Radicación Número: 66001-23-31-000-1998-00454- 01(18800). Actor: Ofelia Pérez Díaz y Otros. Demandado: Instituto Nacional Penitenciario Y Carcelario-INPEC.
II. RAZONES DE LA DEFENSA

No presento escrito de contestación. 
PRUEBAS
· Registro civil de nacimiento y de defunción en original de Andreis Cruz

· Registro civil de nacimiento en original de Alan Andreis Cruz Meza.

· Registro civil de nacimiento en original de Luz Meiy Pérez Padilla.

· Registro civil de nacimiento en original de Erika Pérez Vergara.

· Registro civil de nacimiento en original de Sunilda Patricia Castello Pérez.

· Registro civil de nacimiento en original de Segundo Javier Cruz Pérez.

· Una declaración extraproceso que da fe de la convivencia del señor Andreis Cruz Pérez con la señora Luz Mery Pérez Padilla.
· Facturas servicios funerarios

· Testimonmios.

III. TRAMITE DEL PROCESO

La demanda se admitió el 29 de noviembre de 2013 (fol. 50), y fue notificada en debida forma a la demandada, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al Ministerio Público el día 14 de febrero de 2014 (fol. 53).
En la audiencia inicial llevada a cabo el 08 de septiembre de 2014, luego de fijar el litigio, se abrió el proceso a pruebas, ordenando tener como tales las documentales acompañadas a la demanda y decretando las pedidas por las partes (fol. 59).

El día 11 de marzo de 2015, se realizó la audiencia de pruebas cerrándose el periodo probatorio y se corre traslado para alegar dentro de los 10 días siguientes. 
IV. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
DE LA PARTE DEMANDANTE. 

Dentro de los planteamientos facticos de la demanda, constitutivos del daño antijurídico, se narra que día 1 de enero de 2013, como nefasta consecuencia de la realidad penitenciaria, vale decir, el hacinamiento, las lamentables condiciones de higiene, el precario régimen alimenticio, la violencia, en suma, la violación día tras día de los derechos fundamentales de los internos, en el establecimiento carcelario y penitenciario SAN SEBASTIAN DE TERNERA de la ciudad de Cartagena, se presenta un motín, cuando reclusos del mencionado centro inician una riña al momento en que departían una cena y al parecer varias botellas de licor.

Ese nefasto y desagradable día y a causa de la riña ocasionada, encuentra la muerte ANDREIS CRUZ PEREZ, a raíz de las múltiples heridas causadas con arma blanca y golpes que recibió por parte de los otros internos que protagonizaban el motín en el establecimiento carcelario San Sebastián de Ternera.

Se desglosa, que el occiso ANDREIS CRUZ PEREZ, fue trasladado a la clínica madre Bernarda donde el cuerpo médico intento salvarle la vida, pero debido la complejidad de las múltiples heridas que se encontraban alojadas en cuerpo fue imposible reanimarlo y así conservar su preciada vida.
Indiscutiblemente en este caso el estado falló en su deber de vigilancia y cuidado, de quien se le entrega en custodia por un tiempo determinado. El señor ANDREIS CRUZ PEREZ, ingresó al centro carcelario en excelentes condiciones de salud y en esas mismas condiciones debía recobrar su libertad. Falló entonces el Estado (INPEC) al no cumplir con su obligación de salvaguardar la vida de los reclusos y cuando esto ocurre, sobreviene la responsabilidad de la administración, toda vez que los establecimientos carcelarios asumen una obligación de vigilancia y seguridad que es de resultado y no de medios.

POSICION DE LA ENTIDAD DEMANDADA

Dentro del presente asunto, a pesar de ser debidamente notificada y trasladada la demanda al accionado, éste optó dentro de dicho término por guardar silencio, donde según las normas procesales, la jurisprudencia y la doctrina reconocen tal acto como un “indicio grave en su contra”, lo cual se traduce en un acto de rebeldía y surte unos efectos favorables al demandante, entre ellos tomarse por cierto los hechos constitutivos de la demanda.

De esta manera, el silencio dentro de un proceso contencioso no puede tener otro efecto que el de un indicio negativo en contra de quien optó por esta posición, lo cual trae la pérdida del derecho sustancial debatido.1 Por consiguiente, el demandado dejó de lado la carga procesal que tenía con el fin de exculparse de la responsabilidad administrativa que le asiste.
ANALISIS PROBATORIO

Se demostró procesalmente con los testimonios recepcionados y las pruebas documentales aportadas y recibidas lo siguiente:

De acuerdo a los testimonios recepcionados, queda claramente demostrado las circunstancias de modo, tiempo y lugar que rodearon la muerte de Andreis Cruz Pérez. Así mismo, quedó probado el daño moral que han sufrido los demandantes, ya que se da cuenta del sufrimiento, la congoja y la amargura que han sufrido por la partida temprana de su ser querido, lo que se genera, aparte del parentesco que los une, por los fuertes lazos de afecto y cariño que se generaron.

Es claro de igual forma, la actividad económica que este desarrollaba a diario para el sostenimiento de su familia, ya que este generaba la única fuente de ingreso económico para su familia. Por lo anterior queda claro el amplio perjuicio moral y económico que han sufrido los demandantes ya que la cabeza visible del hogar no se encuentra con ellos hoy día.

Dentro de los presupuestos para la declaratoria de responsabilidad del estado, en virtud de la causación del daño antijurídico, encontramos que estos se cumplen a cabalidad. El daño se encuentra debidamente probado con los informes rendidos por medicina legal, donde constan las causas de la muerte de Cruz Pérez dentro del establecimiento carcelario.
DE LA PARTE DEMANDADA 
Nuevamente nos encontramos en el escenario de la posible responsabilidad del INPEC por la muerte de un recluso debido a la acción de otro interno, es decir, que se asume la responsabilidad por actos de otra persona. Y en cuanto a la falta de vigilancia cabría entrar a realizar un juicio pero solicito a su despacho valore que ante el precario y defectuoso sistema penitenciario que tenemos por falta de recursos, de personal y de condiciones de infraestructura no es dable exigimos que se cumplan a cabalidad algunos fines misionales del Instituto cuando ni los mismos funcionarios tenemos garantizadas las condiciones de trabajo. La principal causa de la muerte de CRUZ PEREZ fue un hecho ocasional y de contera ocurrió de manera imprevisible, irresistible y con exterioridad, situación que en la forma más respetuosa posible le solicitamos sea valorada por su despacho al momento de fallar, dado que lo más sencillo para algunos es endilgar responsabilidad estatal por la obra y mano de un tercero.
En el escenario que se resuelva condenar al INPEC sea lo primero anotar que son desproporcionadas las pretensiones en cuantía y número de afectados. La familia cercana del occiso no puede aspirar a un resarcimiento con base en el trabajo que tenía el occiso según como mototaxista la cual no es una actividad legal y en reclusión los ingresos que genera el trabajo de artesanías son exiguos solo pueden alcanzar para su sostenimiento personal y son es bonificaciones que reciben los internos y esa actividad es más para descontar pena. Así le ruego que valore la  situación y tasación, pues no todos los que se digan familiares podrían ser sostenidos por el hoy occiso.
Tampoco se encuentra debidamente acreditado el daño antijurídico sufrido por los demandantes y por ello le solicitamos a Su Señoría valore si es deber jurídico del INPEC resarcir unos perjuicios derivados de aquel presunto daño cometido por un particular, cuando lo único que se ha hecho es enlistar a todos los parientes del recluso. Los testimonios aportados al proceso no son contestes ni certeros para justificar razonablemente el tamaño de la aflicción sufrida y el grado de colaboración y sustento que ofrecía el occiso a su familia.
Ellos nos dan pie también para desvirtuar la pretendida presunción de aflicción de los parientes del interno por cuanto no existe prueba ni certeza en el plenario sobre la existencia de relaciones de cercanía, solidaridad y afecto entre todos los demandantes y el interno. La simple acreditación del parentesco no implica que las reglas de la experiencia conduzcan indefectiblemente a presumir la aflicción. Cabe señalar que existen varios pronunciamientos del Alto Tribunal Contencioso que así lo han establecido y le pido al despacho de la manera más atenta que así lo reconozca al momento de fallar. Es decir, no se trata de un ejercicio mecánico o aritmético sino ponderado. 
En este punto traemos a colación apartes de la providencia del 22 de mayo de 2013 del Consejo de Estado, C.P. JAIME SANTOFIMIO GAMBOA, radicación número 680012315000199801714 01 (26264) donde se indica, entre otros puntos, que “de no existir otros medios probatorios en ei expediente, la presunción de aflicción sólo reviste sustento jurídico respecto del núcleo familiar vital, esto es, aquel que se comprende dentro del mandato constitucional del artículo 42 de la Carta Política. En la misma línea esta Sub-sección desde junio de 2011 viene afirmando la necesidad de motivar razonadamente la tasación de los perjuicios morales, con fundamento no solamente en la presunción de aflicción derivada de la mera constatación del parentesco, sino considerando de las pruebas allegadas una serie de criterios o referentes objetivos que permitan la cuantificación del perjuicio moral de una manera razonada, proporcional, especialmente ponderadamente en consideración a cada caso, v no como una regla en abstracto.
MINISTERIO PÚBLICO
Por su parte,  el señor agente del  Ministerio Publico se abstuvo de emitir concepto.

V.  CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

Atendiendo a la naturaleza del asunto y de acuerdo a las competencias establecidas en la Ley, procede el despacho a proferir sentencia dentro del presente asunto.

PROBLEMA JURIDICO.
¿Existe responsabilidad administrativa y patrimonial del INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO (INPEC) por la muerte del señor ANDREIS CRUZ PEREZ, el 1 de enero de 2013, mientras se encontraba recluido en el Establecimiento Carcelario y Penitenciario de San Sebastián de Ternera de Cartagena?
TESIS DEL DESPACHO.
Según las pruebas obrantes en el expediente se concluye que  el INPEC no cumplió con sus deberes de custodia de los presos y de vigilancia del centro carcelario (conducta irregular por omisión), que infringe el ordenamiento jurídico legal visto, y el constitucional (art. 2º sobre el deber de proteger la vida).

Por lo antes señalado, considera el despacho que le asiste razón a la parte demandante quien sostuvo que la muerte del interno se dio de manera violenta, hecho que fue  totalmente probado por los resultados de necropsia del Instituto de Medicina Legal y demás pruebas obrantes en el proceso, y como también, que dicha muerte se originó por el proceder negligente del establecimiento penitenciario, habida cuenta que corresponde a los miembros del INPEC, actuar de manera diligente, mantener el orden y la seguridad al interior, y fuera  del centro de reclusión.
En consecuencia, los perjuicios sufridos revisten el carácter de antijurídicos, por lo que deben ser indemnizados.

A las anteriores conclusiones se ha arribado, teniendo en cuenta las siguientes premisas probatorias, fácticas y normativas:
ANALISIS LEGAL Y JURISPRUDENCIAL DEL CASO 
El señor  ANDREIS CRUZ PEREZ, producto de un ilícito (hurto), se encontraba pagando en la cárcel en el establecimiento carcelario y penitenciario SAN SEBASTIAN DE TERNERA de la ciudad de Cartagena; el día 1 de enero de 2013, como nefasta consecuencia de una riña al momento pierde la vida el señor CRUZ PEREZ. Alega los demandantes que esta se produjo ya que el Estado fallo en su deber de vigilancia y cuidado, de quien se le entrega en custodia por un tiempo determinado. 
De conformidad con el artículo 90 de la Constitución Política, el Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión  de las autoridades públicas, que le sean imputables.   En consecuencia, es necesario dilucidar en cada caso concreto si se configuran los elementos previstos en esta norma para que nazca el deber del Estado de responder, esto es, el daño antijurídico y la imputabilidad del mismo al demandado.

En el caso objeto de estudio se observa que en la demanda se imputa el daño a una conducta activa del Instituto Nacional Penitenciaria y Carcelario, al considerar la parte actora que existió negligencia, omisión y descuido a cargo de dicho establecimiento carcelario en cuanto a que el deceso del interno se produjo como consecuencia de la falla del Estado en su deber de vigilancia y cuidado, de quien se le entrega en custodia por un tiempo determinado.

Siendo así las cosas, el asunto se estudiará bajo el título de imputación de falla del servicio, para lo cual, corresponde al despacho establecer si en el  caso bajo estudio la parte demandante demostró la configuración de los elementos  que la  estructuran, esto es,  la conducta anormal de la administración, el daño,  y el nexo causal entre éste y aquella.

DEL DAÑO

Sostuvo la parte accionante que el finado ANDREIS CRUZ PEREZ, se encontraba recluido en las instalaciones de la cárcel de San Sebastián de Ternera en la ciudad de Cartagena, condenado a la pena privativa de la libertad por el delito Hurto y que para la fecha de los hechos aún se encontraba privado de su libertad.

Las pruebas de las causa de la muerte se encuentran en el folio 79; Tarjeta Decadactilar, donde se dice que el señor ANDREIS CRUZ PEREZ murió por causa de heridas por armas blanca en brazos, cuello, espalda y otras partes del cuerpo; en igual sentido encontramos en el informe  policial (ver folio 85) y el expediente  de la Fiscalía del investigador de campo visibles a folios  105 a 108 y los resultados del informe del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (folios 116-121).
De acuerdo a los testimonios recepcionados, queda demostrado las circunstancias de modo, tiempo y lugar que rodearon la muerte de ANDREIS CRUZ PEREZ; en las instalaciones  del establecimiento carcelario y penitenciario SAN SEBASTIAN DE TERNERA de la ciudad de Cartagena; el día 1 de enero de 2013.
DE LA IMPUTACION 

Sostuvo la parte demandante que el señor ANDREIS CRUZ PEREZ, falleció como consecuencia del proceder activo y negligente del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, respecto de los hechos que produjeron el motín en el establecimiento carcelario de la ciudad de Cartagena.

De las pruebas obrantes en el expediente y relacionadas en el acápite anterior es claro que la muerte del señor ANDREIS CRUZ PEREZ fue en el establecimiento carcelario SAN SEBASTIAN DE TERNERA de la ciudad de Cartagena; el día 1 de enero de 2013; cuando este se encontraba bajo la custodia y cuidado del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC; por lo tanto corresponde a este responder administrativamente por su fallecimiento debido a que la muerte se produjo por las múltiples heridas de arma blanca es decir, que la defunción del  prenombrado señor se produjo de manera violenta 

Del título de imputación de responsabilidad administrativa 

El despacho encuentra que la imputación fáctica atribuida al demandado, INPEC, se encuentra  probada. 

En efecto, como ya se vio en el capítulo de hechos y demostrado a través de las pruebas obrantes en el plenario, se tiene certeza que quien se llamaba ANDREIS CRUZ PEREZ por heridas en hechos ocurridos en la Cárcel San Sebastián de Ternera de la ciudad de Cartagena; teniendo en cuenta lo anterior se hace necesario entonces acudir a las disposiciones normativas en virtud de las cuales se atribuye al Estado la obligación de prestar la vigilancia y custodia  al  interior y fuera del penal y por ende, determinar cuál es el régimen de responsabilidad aplicable.

De la obligación legal del Inpec en la prestación vigilancia y custodia en los centros de reclusión

En materia de prestación de vigilancia  y custodia  en los centros de reclusión, la Ley 65 de 1993 (modificada por las Leyes 415 de 1997 y 504 de 1999), esto es, el Régimen Penitenciario y Carcelario, prescribe lo siguiente:

ARTICULO 31. Vigilancia Interna Y Externa. La vigilancia interna de los centros de reclusión estará a cargo del Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria Nacional. La vigilancia externa estará a cargo de la Fuerza Pública y de los organismos de seguridad.

Cuando no exista Fuerza Pública para este fin, la vigilancia externa la asumirá el Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria Nacional

ARTICULO 46. Responsabilidad de los Guardianes por Negligencia. Los oficiales, suboficiales y guardianes del Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria Nacional serán responsables de los daños y perjuicios causados por los internos a los bienes e instalaciones de la institución, por fallas en el servicio de vigilancia atribuible a culpa o dolo, declaradas judicialmente.

ARTICULO 47. Servicio de los Guardianes en los Patios. El personal de custodia y vigilancia prestará el servicio en los patios y pabellones de los centros de reclusión, con bastón de mando e impedirá que entren a ellos personas armadas, cualquiera que sea su categoría.
En virtud de lo anterior, la Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencia ha definido el contenido y alcance de tales relaciones; tal como lo plasmo en sentencia T-687 del 8 de agosto de 2003:

“Doctrina constitucional acerca de las relaciones de especial sujeción.

“De la existencia, identificación y régimen de las llamadas “relaciones especiales de sujeción”
 entre los reclusos y el Estado (las autoridades penitenciarias), la Corte ha extraído importantes consecuencias jurídicas que la Sala procederá a reiterar en función de la ilustración del caso bajo estudio.

“De la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la Sala identifica seis elementos característicos que procederá a relacionar así: las relaciones de especial sujeción implican (i) la subordinación
 de una parte (el recluso), a la otra (el Estado); (ii) esta subordinación se concreta en el sometimiento del interno a un régimen jurídico especial
 (controles disciplinarios
 y administrativos
 especiales y posibilidad de limitar
 el ejercicio de derechos, incluso fundamentales). (iii) Este régimen en cuanto al ejercicio de la potestad disciplinaria especial y a la limitación de los derechos fundamentales debe estar autorizado
 por la Constitución y la ley. (iv) La finalidad
 del ejercicio de la potestad disciplinaria y de la limitación de los derechos fundamentales, es la de garantizar los medios para el ejercicio de los demás derechos de los internos (mediante medidas dirigidas a garantizar disciplina, seguridad y salubridad) y lograr el cometido principal de la pena (la resocialización). (v) Como consecuencia de la subordinación, surgen ciertos derechos especiales
 (relacionados con las condiciones materiales de existencia: alimentación, habitación, servicios públicos, salud) en cabeza de los reclusos, los cuales deben ser
 especialmente garantizados por el Estado. (vi) Simultáneamente el Estado debe garantizar
 de manera especial el principio de eficacia de los derechos fundamentales de los reclusos (sobre todo con el desarrollo de conductas activas).

“Como lo puede apreciar la Sala, entre las consecuencias jurídicas más importantes de la existencia de las relaciones especiales de sujeción, están: (i) la posibilidad de limitar el ejercicio de algunos derechos fundamentales de los reclusos (intimidad, reunión, trabajo, educación). (ii) La imposibilidad de limitar el ejercicio de algunos derechos fundamentales (vida, dignidad humana, libertad de cultos, debido proceso, habeas data, entre otros). (iii) El deber positivo
 en cabeza del Estado de asegurar el goce efectivo tanto de los derechos no fundamentales como de los fundamentales, en la parte que no sea objeto de limitación cuando la misma procede, y en su integridad frente a los demás, debido a la especial situación de indefensión o de debilidad manifiesta en la que se encuentran los reclusos. (iv) El deber positivo
 en cabeza del Estado de asegurar todas las condiciones necesarias
 que permitan a su vez condiciones adecuadas para la efectiva resocialización
 de los reclusos.

“En este sentido, del perfeccionamiento de la “relación de especial sujeción” entre los reclusos y el Estado, surgen verdaderos deberes jurídicos positivos del Estado. Tales deberes se encuentran estrechamente ligados a la garantía de la funcionalidad del sistema penal, que viene dada por la posibilidad real de la resocialización de los reclusos, a partir del aislamiento en condiciones cualificadas de seguridad y de existencia vital de la población carcelaria. Deberes positivos de cuyo cumplimiento depende la legitimidad del sistema penal y, ante cuya inadvertencia, este último resulta convertido en una mera sombra de los valores y principios propios del Estado social de derecho
”. 
 

Así también lo reitero la misma corporación  en sentencia T-1190 de 4 de diciembre de 2003, respecto del deber de protección del derecho a la vida de las personas privadas de la libertad, señaló:

“(…) La privación de la libertad de una persona la coloca en una situación de indefensión, que genera obligaciones de protección por parte de quien adopta la medida o acción restrictiva de la libertad. No importa que se trate de particulares o del Estado, y que la restricción sea lícita o ilícita.

“Esta particular condición de indefensión, en la medida en que impide por completo la satisfacción de las necesidades del privado de libertad por los medios a su disposición en condiciones de generalidad, implica que las obligaciones de protección no necesariamente son de medio
. En este sentido, la responsabilidad no se deriva de una relación causal naturalística entre la privación de la libertad y los daños o peligros a los que se ve sometida la persona, sino que tiene como base el mero deber de custodia y protección que se desprende de colocar a la persona en una situación restrictiva de su libertad.

“Lo anterior implica que el custodio tiene la obligación de adoptar todas las medidas necesarias para garantizar el mayor disfrute posible de los derechos constitucionales de la persona privada de la libertad. Tratándose del Estado, supone la obligación de garantizar condiciones de dignidad del recluso. Garantía que únicamente se cumple si tales condiciones son efectivamente realizadas; es decir, no basta la adopción de medidas programáticas, sino que han de traducirse en realidad. Así, tal como lo ha señalado esta corporación, no pueden aducirse problemas presupuestales, sino que el Estado tiene la obligación de realizar el trato digno. Se trata pues, de una obligación de respeto.

“(...). 

“En relación con el derecho a la vida del recluso, el Estado tiene la obligación de impedir que otros reclusos o terceros particulares (obligación de protección), así como el personal Estatal -sea personal penitenciario o de otra naturaleza- (obligación de respeto) amenacen contra la vida del interno
. Dicha obligación apareja la de verificar y, si es del caso, enfrentar efectivamente las amenazas contra la vida de los reclusos
. Esto apareja la obligación de adoptar medidas generales de seguridad interna dentro del centro de reclusión, así como la de trasladar a los internos cuando resulta imprescindible para proteger su vida. Empero, cuandoquiera que se supera el umbral de riesgo ordinario para el derecho a la vida de los reclusos y se presentan situaciones de amenaza contra determinados grupos de reclusos, el Estado tiene el deber de adoptar las medidas necesarias que aseguren que dichas amenazas no se hagan efectivas. Se trata, por lo tanto, de obligaciones de resultado
” (Se ha subrayado y resaltado). 

De la responsabilidad del ente accionado 

Por lo antes señalado  considera el despacho, que corresponde al ente accionado brindar a los internos las medidas de protección y seguridad, encaminadas a salvaguardar la vida en integridad de quienes se encuentran a su disposición, de las acciones de terceras personas, por lo tanto, la conducta desplegada por el agente criminal, quebranta el deber de vigilancia impuesta al Estado, por cuanto el daño producido, fue efecto de una persona que se encontraba sometida a la vigilancia especial que se ha aludido.

Por consiguiente, de todo lo antes expuesto  se infiere que el INPEC no cumplió con sus deberes de custodia de los presos y de vigilancia de y salvaguardar al máximo la vida de las personas que se encuentran bajo su custodia (conducta irregular por omisión), que infringe el ordenamiento jurídico legal visto, y el constitucional (art. 2º sobre el deber de proteger la vida).

Por lo antes señalado, considera el despacho que le asiste razón a la parte demandante quien sostuvo que la muerte del interno se dio de manera violenta, hecho que fue  totalmente probado por los resultados de necropsia del Instituto de Medicina Legal, y como también, que dicha muerte se originó por el proceder negligente del establecimiento penitenciario, habida cuenta que corresponde a los miembros del INPEC, actuar de manera diligente, mantener el orden y la seguridad al interior y por fuera del centro de reclusión de los internos cuando estas se encuentren bajo su custodia.

LIQUIDACIONES DE LOS DAÑOS 

DAÑO EMERGENTE
El daño emergente se refiere al coste de la reparación necesaria del daño causado y a los gastos en los que se ha incurrido con ocasión del perjuicio. Es decir son los gastos ocasionados o que se vayan a ocasionar, como consecuencia del evento dañoso y que el perjudicado –o un tercero- tiene que asumir.
Son justificados a posteriori, con la documentación correspondiente de gastos y facturas, y tienen que estar conectados causalmente con el hecho dañoso.

Con base en lo anterior, en atención a que está probada como gastos funerarios  la suma de ($3.268.000.oo) ver folio 47, se accederá a la pretensión aludida así:
Ra  = RH x 
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Ra = Renta actualizada a establecer

Rh = Renta actualizada $3.268.000.oo
IPC (f) = Índice de precios al consumidor final, es decir, 121,63 que es el correspondiente a abril de 2015.
IPC (i) = Índice de precios al consumidor inicial, es decir, 112,15 que es el correspondiente a enero de 2013.

Ra = $3.268.000.oo    121,63    = $3.544.242,88



    112,15
LUCRO CESANTE
El lucro cesante hace referencia al lucro, al dinero, a la ganancia, a la renta que una persona deja de percibir como consecuencia del perjuicio o daño que se le ha causado. Si una persona no hubiera sufrido de un daño o perjuicio, se hubiera seguido lucrando sin problemas, lucro que se pierde, que cesa por culpa del daño o del perjuicio, y por supuesto que el responsable será quien causó el daño y el perjuicio, y en algunos casos tendrá que indemnizar a la víctima del daño o perjuicio.
Para determinar el lucro cesante hay que establecer cuanto devengaba la víctima al momento de su muerte; pero teniendo en cuenta que no se probó los ingresos alegados por los demandantes de la víctima se tendrá como base el salario mínimo mensual legal vigente, según jurisprudencia sobre la materia del Consejo de Estado.

Para liquidar el perjuicio se tiene

Salario mínimo: $640.350.oo
Prestaciones sociales (25% del salario): $160.087
Total ingresos mensuales del occiso: $800.437
Porcentaje del ingreso que emplearía el occiso en su propio sostenimiento: (25% - $200.109)

Ingreso base de liquidación: $600.328
	Beneficiario 
	 % 
	Valor
	Edad 01/01/2013

	LUZ MERY PEREZ PADILLA,  compañera permanente

Fecha de nacimiento: 30 DE JUNIO DE 1986
	50%
	           300.164
	27   años  5 meses 28 días

	ALAN ADREIS CRUZ MESA, hijo
Fecha de nacimiento: 2 DE ABRIL DE 2010
	50%
	300.164
	2 años 8 meses 29 días


La compañera permanente será beneficiaria del apoyo hasta el término de su vida probable y los hijos recibirán tal ayuda económica hasta cumplir la edad de dieciocho (18) años
.

INDEMNIZACIÓN DEBIDA O CONSOLIDADA: 

Se tomará como período indemnizable el comprendido entre la fecha en la cual ocurrió el hecho -1 de enero de 2013- y la de la presente sentencia, para lo cual se utilizará la siguiente fórmula:

1. Indemnización vencida para la Sra. LUZ MERY PEREZ PADILLA  (1 DE ENERO DE 2013 AL 25 DE MAYO DE 2015) 

Para determinar el monto de la indemnización vencida se debe utilizar el concepto del valor futuro o monto  de las anualidades así:

S  = Ra x 
[image: image2.wmf]ú

û

ù

ê

ë

é

-

+

i

i

n

1

)

1

(


Dónde:

S  
=  
Valor actualizado o monto de las rentas dejadas de percibir

Ra
=  
Valor de la renta 

I
=  
Tasa de interés mensual 

n     
=  
plazo (número de meses)

Los datos a utilizar en la anterior formula son:

Ra 
=  
$300.164

i
=  
6% efectivo anual,  el cual se convierte a efectivo mensual 

así: im = (1+0.06)1/12 -1  = 0.4868%

n
= 
del 1 de enero de 2015 al 25 de mayo de 2015;  hay 



2 años 4 meses, 24 días  equivalentes a 28,8  meses

Reemplazando los datos anteriores en la formula tenemos:
S = $ 300.164 x  (1+ 0.004867)28.8 - 1    = $9.255.795,25 
                  

0.004867

2. Indemnización vencida para el niño ALAN ADREIS CRUZ MESA (1 DE ENERO DE 2013 AL 25 DE MAYO DE 2015) 

Para determinar el monto de la indemnización vencida se debe utilizar el concepto del valor futuro o monto  de las anualidades así:

S  = Ra x 
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Dónde:

S  
=  
Valor actualizado o monto de las rentas dejadas de percibir

Ra
=  
Valor de la renta 

I
=  
Tasa de interés mensual 

n     
=  
plazo (número de meses)

Los datos a utilizar en la anterior formula son:

Ra 
=  
$300.164

i
=  
6% efectivo anual,  el cual se convierte a efectivo mensual 

así: im = (1+0.06)1/12 -1  = 0.4868%

n
= 
del 1 de enero de 2015 al 25 de mayo de 2015;  hay 



2 años 4 meses, 24 días  equivalentes a 28,8  meses

Reemplazando los datos anteriores en la formula tenemos:
S = $ 300.164 x  (1+ 0.004867)28.8 - 1    = $9.255.795,25 
                  

0.004867

INDEMNIZACION FUTURA

Para determinar el monto de la indemnización futura se debe utilizar el concepto del valor presente de las anualidades así:

Va  = R x 
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Dónde:

Va  
=  
Valor presente de las rentas a percibir

R
=  
Valor de la renta 

I
=  
Tasa de interés mensual 

n     
=  
plazo (número de meses)

Para liquidar el perjuicio se toman los mismos valores que en la anterior formula,  se tiene entonces
Salario mínimo: $640.350.oo
Prestaciones sociales (25% del salario): $160.087
Total ingresos mensuales del occiso: $800.437
Porcentaje del ingreso que emplearía el occiso en su propio sostenimiento: (25% - $200.109)

Ingreso base de liquidación: $600.328
	Beneficiario 
	 % 
	Valor
	Edad 01/01/2013

	LUZ MERY PEREZ PADILLA,  compañera permanente

Fecha de nacimiento: 30 DE JUNIO DE 1986
	50%
	           300.164
	27   años  5 meses 28 días

	ALAN ADREIS CRUZ MESA, hijo

Fecha de nacimiento: 2 DE ABRIL DE 2010
	50%
	300.164
	2 años 8 meses 29 días


La compañera permanente será beneficiaria del apoyo hasta el término de su vida probable y el pequeño hijo, ALAN ADREIS CRUZ MESA, recibirá tal ayuda económica hasta cumplir la edad de dieciocho (18) años.

Indemnización futura para la Sra. LUZ MERY PEREZ PADILLA.

La señora LUZ MERY PEREZ PADILLA, nació el 30 de junio de 1986, de manera que para la fecha de ocurrencia de los hechos -1 de enero de 20132- tenía 27 años de edad y, por ende, una probabilidad de vida adicional de 58.3 años
, equivalentes a 540,23 meses, de los cuales se descontará el número de meses que fueron liquidados por el período debido o consolidado (28.8), es decir, que el período a liquidar por concepto de indemnización futura corresponde a 670,8 meses.

Va  = R x 
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Dónde:

Va  
=  
Valor presente de las rentas a percibir 
R
=  
Valor de la renta ($300.164)
I
=  
Tasa de interés mensual 

n     
=  
plazo (número de meses)

S = $ 300.164 x   (1+ 0.004867)670,8 – 1______    = $77.830.952.52
                 0.004867 (1+ 0.004867)670,8
Indemnización futura para ALAN ADREIS CRUZ MESA 
La niña BLANCA VANESA PEÑA LOSANO, nació el 2 de abril de 2010, de manera que para la fecha de ocurrencia de los hechos -1 de enero de 2013- tenía 2 años 8 meses de edad y, por ende cumplirá los 18 años de edad el 2 de abril del 2028, fecha hasta cuando se le pagará la indemnización futura, eso equivaldría a 189, meses,  pero se descontará el número de meses que fueron liquidados por el período debido o consolidado (28.8), es decir, que el período a liquidar por concepto de indemnización futura corresponde a 160,2 meses.

Va  = R x 
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Dónde:

Va  
=  
Valor presente de las rentas a percibir 
R
=  
Valor de la renta ($300.164)
I
=  
Tasa de interés mensual 

n     
=  
plazo (número de meses)

S = $300.164 x   (1+ 0.004867)160,2 – 1______    = $51.546.213,85
                 0.004867 (1+ 0.004867)160,2
TOTAL INDEMNIZACIONES LUCRO CESANTE:

	Beneficiario 
	Indemnización vencida 
	Indemnización Futura
	Total

	LUZ MERY PEREZ PADILLA,  compañera permanente
	$9.255.795,25
	$77.830.952.52


	$87.086.747,77

	ALAN ADREIS CRUZ MESA, hijo
	$9.255.795,25
	$51.546.213,85
	$60.802.009,1


DAÑOS MORALES

El parentesco de los demandantes con el occiso está demostrado así:
El parentesco de los demandantes con el occiso está demostrado así:

	LUZ MERY PEREZ PADILLA
	COMPAÑERA PERMANENTE
	46
Declaración Extra proceso

	ALAN ANDREIS CRUZ MEZA
	HIJO, Registro Civil
	Folio 40

	BENICIA PEREZ VEGARA
	MADRE, Registro Civil
	Folio 37

	SEGUNDO CRUZ
	PADRE, Registro Civil
	Folio 37

	SEGUNDO JAVIER CRUZ PEREZ
	HERMANO, Registro Civil
	Folio 42

	SUNILDA PATRICIA CASTELLO PEREZ
	HERMANA, Registro Civil
	Folio 43

	ERIKA PEREZ VERGARA 
	HERMANA¸ Registro Civil
	Folio 44

	CARLOS DE LA ROSA ESTRADA
	HERMANO DE CRIANZA
	Testigos

	MARIA DEL CARMEN CRUZ DE TRUJILLO
	ABUELA, Registro Civil
	Folio 37


Respecto a el señor CARLOS DE LA ROSA ESTRADA, considera el Despacho que no se encuentra suficientemente probado la relación por lo tanto se negará la indemnización del daño moral.
Respecto a este daño el Consejo de Estado manifiesta que hay lugar al reconocimiento de perjuicios morales en los eventos de muerte, por cuanto en estos casos el mismo se presume: 

Y es que se trata de dos temas diferentes, uno es la lesión que padece la víctima directa del daño y otro es el perjuicio moral que sufre el lesionado y sus parientes más cercanos. En efecto, la diferencia entre lesiones graves y leves no es la que permite crear la presunción de los perjuicios morales causados a los parientes cercanos a la víctima del daño, en tanto que esta distinción sólo sirve para establecer la gravedad de las lesiones sufridas por la víctima y, por el contrario la presunción surge por el simple hecho de que se le haya causado la lesión o la muerte a la víctima.
En este sentido, no se le puede exigir a los parientes cercanos de la víctima que prueben el daño moral en razón de que la lesión fue leve, para en cambio presumir este perjuicio cuando la lesión fue grave, toda vez que, una lesión genera un perjuicio de carácter moral no sólo para quien padece el daño antijurídico, sino también para las víctimas indirectas, por cuanto es de la naturaleza humana que la afectación de un familiar cercano o de una persona allegada genere dolor moral en las personas más próximas, en tanto que deben soportar el dolor que les produce ver a un familiar lesionado y en las más de las veces son estas personas las que acompañan al lesionado en su recuperación, razón por la cual se debe presumir el perjuicio moral en los eventos de lesiones corporales, sin importar que ésta sea de naturaleza grave o leve.

No obstante, cabe precisar que si bien se presume el perjuicio moral para los parientes cercanos de la víctima cuando se le genere una lesión corporal, la intensidad de la lesión permitirá graduar el monto de la indemnización, motivo por el cual, en los eventos en que la lesión sea grave el monto de la condena se aproximará a la máxima que la jurisprudencia otorga en estos eventos, pero si es leve, la condena disminuirá
. (Negrillas y subrayas fuera de texto).
Según la jurisprudencia precedente, en los eventos en los que una persona fallece o sufre una lesión y ésta es imputable al Estado, ello genera a cargo de éste, la indemnización de perjuicios morales, de tal manera que las personas que se sientan perjudicadas por dicha situación y hagan parte del núcleo familiar más cercano, pueden reclamar la indemnización de estos perjuicios acreditando el parentesco con la víctima directa del daño, pues éste se convierte en un indicio suficiente para tener por demostrado el perjuicio moral sufrido, siempre que no hubieren pruebas que indiquen o demuestren lo contrario. 

Bajo los lineamientos antes expuestos, los perjuicios morales a conceder en este proceso serán los siguientes:

	LUZ MERY PEREZ PADILLA
	COMPAÑERA PERMANENTE
	100 SMLMV

	ALAN ANDREIS CRUZ MEZA
	HIJO
	100 SMLMV

	BENICIA PEREZ VEGARA
	MADRE
	100 SMLMV

	SEGUNDO CRUZ
	PADRE
	100 SMLMV

	SEGUNDO JAVIER CRUZ PEREZ
	HERMANO
	50 SMLMV

	SUNILDA PATRICIA CASTELLO PEREZ
	HERMANA
	50 SMLMV

	ERIKA PEREZ VERGARA 
	HERMANA
	50 SMLMV

	CARLOS DE LA ROSA ESTRADA
	HERMANO DE CRIANZA
	50 SMLMV

	MARIA DEL CARMEN CRUZ DE TRUJILLO
	ABUELA
	50 SMLMV


DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN: 

En la demanda se solicitaron perjuicios a la vida de relación; que por le evolución que ha pasado por la jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado se han denominado daño inmaterial por afectación relevante a bienes o derechos  convencional y constitucionalmente amparados
 se encuentra bien delimitada y es bastante prolífica.

Así por ejemplo, en sentencia del 10 de marzo de 2010
, el Consejo de Estado  reconoció daños a la vida de relación a un menor, por el hecho de haber perdido a su padre cuando apenas tenía un año, por considerarse  que  esta  circunstancia  incidiría  en  su  desarrollo  y  estabilidad emocional y en consecuencia, entrañaba una vulneración a los derechos fundamentales del niño y la familia; o la que  se profirió el 24 de octubre de 2013
, donde se ordenó pago de perjuicios por concepto de violación de los bienes constitucionales a la vida, a la familia y a la dignidad, en favor de la compañera permanente y la hija de un policía que perdió la vida en medio de un ataque perpetrado por la guerrilla. 

En la  sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, ya citada,  la Sección Tercera reiteró los criterios para tasar los perjuicios causados por el daño a bienes constitucionales. Se estableció que en aras de reparar el daño, las medidas de reparación  no  pecuniarias  se  privilegiaban  frente  a  las  pecuniarias,  que  se otorgarían en casos excepcionales, cuando las primeras no sean suficientes para resarcir el perjuicio y se concederán sólo en favor de la víctima directa, hasta por un monto de 100 SMLMV y siempre y cuando no hubiere sido indemnizado ya título de daño a la salud:

Finalmente,  en  providencia  de  unificación  de  la  misma  fecha,  se  ordenaron medidas de justicia restaurativa, por la afectación a los derechos a la familia, a la verdad y a un recurso judicial efectivo. Se unificó la jurisprudencia, en relación a las  características  de  los  perjuicios  derivados  de  las  vulneraciones  a  bienes convencionales y constitucionalmente amparados. Conforme a lo anterior, se tiene que no es necesario que la indemnización por el daño derivado de una afectación a un bien constitucional o convencionalmente amparado haya sido solicitada expresamente, pues el Juez, siempre y cuando lo encuentre acreditado, puede y tiene el deber de ordenar su reparación
.

De acuerdo con lo anterior y conforme a las sentencias que se han citado, y a las pruebas obrantes en el expediente es claro que en el presente caso se encuentran afectados el derecho a la familia por la muerte del señor ADREIS CRUZ PEREZ, en especial a su núcleo familiar especialmente a su hijo y compañera permanente en 100 SMLMV, a cada uno.
COSTAS
El artículo 188 de la Ley 1.437 de 2011 dispone que “Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil”.

En este asunto se condenará en costas a la parte vencida, esto es, a la parte demandada, las cuales se liquidarán por secretaria.

DECISIÓN

Por lo anterior, el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito de Cartagena, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: Declarar patrimonialmente responsable al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC, por los perjuicios sufridos por los demandantes con ocasión de la muerte del señor ANDREIS CRUZ PEREZ, según las consideraciones de la parte motiva.

SEGUNDO: Condenar  INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC, a pagar a los demandantes las siguientes sumas de dinero:
POR PERJUICIOS MATERIALES:

Daño Emergente: $3.544.242,88
Lucro Cesante:

	Beneficiario 
	Indemnización vencida 
	Indemnización Futura
	Total

	LUZ MERY PEREZ PADILLA,  compañera permanente
	$9.255.795,25
	$77.830.952.52


	$87.086.747,77

	ALAN ADREIS CRUZ MESA, hijo
	$9.255.795,25
	$51.546.213,85
	$60.802.009,1


POR PERJUICIOS INMATERIALES:

Por perjuicios morales:

	LUZ MERY PEREZ PADILLA
	COMPAÑERA PERMANENTE
	100 SMLMV

	ALAN ANDREIS CRUZ MEZA
	HIJO
	100 SMLMV

	BENICIA PEREZ VEGARA
	MADRE
	100 SMLMV

	SEGUNDO CRUZ
	PADRE
	100 SMLMV

	SEGUNDO JAVIER CRUZ PEREZ
	HERMANO
	50 SMLMV

	SUNILDA PATRICIA CASTELLO PEREZ
	HERMANA
	50 SMLMV

	ERIKA PEREZ VERGARA 
	HERMANA
	50 SMLMV

	CARLOS DE LA ROSA ESTRADA
	HERMANO DE CRIANZA
	50 SMLMV

	MARIA DEL CARMEN CRUZ DE TRUJILLO
	ABUELA
	50 SMLMV


Daño inmaterial por afectación relevante a bienes o derechos  convencional y constitucionalmente amparados:

	LUZ MERY PEREZ PADILLA
	COMPAÑERA PERMANENTE
	100 SMLMV

	ALAN ANDREIS CRUZ MEZA
	HIJO
	100 SMLMV


TERCERO: Negar las demás pretensiones de la demanda.

CUARTO: Esta sentencia se cumplirá conforme a lo dispuesto en los artículos 192 y 193 CPACA.

QUINTO: Se condena en costas a la parte demandada de conformidad con el Art. 188 del CPACA, las cuales se liquidarán.
SEXTO: Ejecutoriada esta providencia, expídase copia auténtica para su cumplimiento, haciéndose constar en la primera que presta mérito ejecutivo, devuélvanse los  dineros sobrantes consignados para los gastos del proceso si los hubiere y archívese el expediente.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ENRIQUE ANTONIO DEL VECCHIO DOMINGUEZ
Juez Octavo Administrativo del Circuito de Cartagena
� Esta expresión en el contexto de las relaciones entre autoridades penitenciarias y personas privadas de la libertad, fue utilizada por primera vez en la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la sentencia T-596 de 1992. Así mismo, entre los pronunciamientos más importantes al respecto, Cfr. Sentencias T-705 de 1996 y T-153 de 1998.





� La subordinación tiene su fundamento en la obligación especial de la persona recluida consistente en el deber de “cumplir una medida de aseguramiento, dada su vinculación a un proceso penal, o una pena debido a que es responsable de la comisión de un hecho punible”. Cfr. Sentencia T-065 de 1995. O también es vista como el resultado de la “inserción” del administrado en la organización administrativa penitenciaria por lo cual queda “sometido a un régimen jurídico especial”. Así en Sentencia T-705 de 1996.





� Desde los primeros pronunciamientos sobre el tema, la Corte identificó la existencia de un “régimen jurídico especial al que se encuentran sometidos los internos”, el cual incluye la suspensión y la limitación de algunos derechos fundamentales, en este sentido Cfr. Sentencia T-422 de 1992. 





� Que se concreta por ejemplo, en la posibilidad de implantar un régimen disciplinario para los reclusos, así en Sentencia T-596 de 1992.





� Que se concreta por ejemplo, en la posibilidad de implantar un régimen especial de visitas, así en sentencia T-065 de 1995.





� Sobre los tres regímenes de los derechos fundamentales de los reclusos, según la posibilidad de la suspensión, limitación y goce pleno, ver entre otras las sentencias T-222 de 1993, T-065 de 1995 y T-705 de 1996.





� En este sentido véase la sentencia C-318 de 1995. La potestad administrativa para limitar o restringir derechos fundamentales en el contexto de las relaciones especiales de sujeción, “debe estar expresamente autorizada en la ley que regule su ejercicio”, así en la sentencia T-705 de 1996.





� Sobre la finalidad de la limitación a los derechos fundamentales en el contexto de las relaciones especiales de sujeción, véase especialmente la sentencia T-705 de 1996. Sobre su relación con la posibilidad real de la resocialización véase la sentencia T-714 de 1996.





� Entre los especiales derechos de los presos y su correlato, los deberes del Estado, como consecuencia del establecimiento de una relación especial de sujeción, se encuentran “el deber de trato humano y digno, del deber de proporcionar alimentación suficiente, agua potable, vestuario, utensilios de higiene, lugar de habitación en condiciones de higiene y salud adecuadas, el deber de asistencia médica, y el derecho al descanso nocturno, entre otros”, citada de la sentencia T-596 de 1992.





� Sobre los deberes especiales del Estado ver la sentencia T-966 de 2000.





� Para la Corte esta garantía debe ser reforzada, ya que el recluso al estar sometido a una relación especial de sujeción, tiene limitado su derecho a escoger opciones y le es imposible autoabastecerse, en este sentido ver la sentencia T-522 de 1992, además se encuentra en un estado de “vulnerabilidad” por lo cual la actividad del Estado en procura de la eficacia de los derechos fundamentales debe ser activa y no solo pasiva, en este sentido ver la sentencia T-388 de 1993, y en el mismo sentido la sentencia T-420 de 1994. Ya que el recluso está en imposibilidad de procurarse en forma autónoma los beneficios propios de las condiciones mínimas de una existencia digna, así en la sentencia T-714 de 1995, o se encuentra en estado de indefensión frente a terceros, así en la sentencia T-435 de 1997.





� Sobre el contenido de este deber positivo ver la sentencia T-153 de 1998.





� Sobre el énfasis en el deber positivo en cabeza del Estado, véase las sentencias T-714 de 1996 y T-153 de 1998





� Responsabilidad del Estado que se concreta en la obligación de velar por la seguridad de los reclusos en el perímetro carcelario y en la obligación de garantizar condiciones de vida adecuadas a los reclusos, así en la Sentencia T-522 de 1992.





� La posibilidad de reinserción social depende en buena medida de la eficacia del derecho de los reclusos a contar con centros carcelarios adecuados, este derecho encuentra el fundamento de su validez en el derecho a la dignidad y en el principio del Estado social de derecho, así en sentencia T-153 de 1998.





� Sobre la síntesis de la doctrina constitucional de las relaciones de especial sujeción, en idénticos términos Cfr., Sentencia T-881 de 2002.





� En el mismo sentido ver las sentencias: T-596/92, T-065/95, C-318/95, T-705/96, T-1190/03, T-490/04, T-881/02 y T-134/05.





� Sentencia T-590 de 1998.





� Sentencia T-265 de 1999.


� Idem. En igual sentido T-208 de 1999.


� Corte Constitucional, sentencia T-590 de 1998.


� En efecto, los artículos 411 y 422 del Código Civil establecen que corresponde al cónyuge y padre proveer alimentos a su cónyuge e hijos hasta el día anterior de la mayoría de edad. En consecuencia, si bien el derecho a la reparación de los perjuicios morales y materiales que se cause a una persona por la muerte de otra no se derivan de su condición de heredero sino de damnificado, cuando existe la obligación alimentaria se infiere la existencia del perjuicio material, que dará derecho al titular del mismo a la indemnización de tal perjuicio por el término de la obligación, esto es, en el caso de los hijos hasta el cumplimiento de la mayoría de edad y de los cónyuges hasta el término de vida probable del mayor entre los dos.





� Resolución No. 1555 de 2010, expedida por la actualmente denominada Superintendencia Financiera de Colombia. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 16 de octubre de 2008, exp. 17486, C.P. Ruth Stella Correa Palacio. Reiterada entre otras por la sentencia de noviembre 19 de 2008, exp. 28259, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. DOCUMENTO FINAL APROBADO MEDIANTE  ACTA DEL 28 DE AGOSTO DE 2014 REFERENTES PARA LA REPARACIÓN DE PERJUICIOS INMATERIALES. Documento ordenado mediante Acta No. 23 del 25/sep./2013 con el fin de recopilar la línea jurisprudencial y establecer criterios unificados para la reparación de los perjuicios inmateriales.


� Expediente 32.651 MP ENRIQUE GIL BOTERO


� Expediente No. 36.460, C.P. Enrique Gil Botero.


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA- SUBSECCIÓN C. MP. ENRIQUE GIL BOTERO. Bogotá D.C., veinte (20) octubre de dos mil catorce (2014)
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